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1. Introducción 
El estudio de las normas sobre la organización diocesana, dentro del 
tema más amplio de la actividad normativa de la Conferencia Episcopal 
Española en el vigésimo quinto aniversario de su constitución, puede 
llevarse a cabo desde diferentes planteamientos. En nuestro caso adopta-
remos preferentemente un criterio de carácter material, intentando siste-
matizar aquellos ámbitos de la organización administrativa diocesana que 
han sido regulados por la Conferencia Episcopal Española y formu-
lando, al mismo tiempo, algunas observaciones. Se excluye el análisis 
de otras materias cercanas, como pueden ser las normas sobre el estatuto 
personal de los ministros sagrados o sobre materias económicas; 
cuestiones que han sido encomendadas a otros colaboradores de este 
volumen. 
Detenerse en el examen de la organización y distribución de fun-
ciones entre los diversos oficios, unipersonales o colegiados, que cola-
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boran con el obispo en la diócesis, significa centrar la atención en una 
materia importante y delicada. Importante porque, aunque aparentemente 
se trate de aspectos menores, las cuestiones organizativas no tienen sola-
mente un alcance formal, sino también funcional, pues se manifiestan 
como presupuestos necesarios para el desarrollo de las diversas misiones 
de los oficios diocesanos. Difícil sería, por ejemplo, la actuación de un 
consejo pastoral, si sus normas constitutivas no identificaran con la 
suficiente claridad los derechos y deberes de sus miembros. Pero se trata 
igualmente de una materia delicada porque en su regulación concurren el 
derecho pontificio, el derecho elaborado por la conferencia episcopal y el 
derecho diocesano; de manera que resulta imprescindible una armoni-
zación de competencias. 
No es el momento de estudiar aquí la cuestión del necesario equili-
brio entre la actuación de la conferencia episcopal y la autonomía dioce-
sana, tantas veces valorada desde planteamientos y con resultados di-
versos. Con todo, puede recordarse con Feliciani que «la mejor salva-
guarda de la autonomía diocesana la ofrece la rigurosa delimitación de 
los poderes de las conferencias, pues es evidente que si ellas tuvieran 
una competencia legislativa de carácter general semejante a la de los con-
cilios particulares, podrían condicionar gravemente diversos aspectos del 
ministerio pastoral de cada Obispo» 1. Por su parte Acerbi reconoce, en 
un planteamiento de iure condito, que «la imagen rechazada por los re-
dactores del CIC es la de que las conferencias episcopales tengan todos 
los poderes necesarios para regir una determinada porción de la Iglesia, a 
excepción de aquellos reservados al papa y los reservados al obispo 
diocesano»2. 
Excluida actualmente, por tanto, la competencia general, rige un 
sistema de competencias especiales, cuya titularidad corresponde a la 
conferencia episcopal en virtud del derecho común o por delegación 
especial (c. 455 § 1). 
Antes de examinar concretamente las normas sobre organización 
diocesana, conviene tener en cuenta que el asentamiento de la Confe-
rencia Episcopal Española puede considerarse un fruto del Concilio Va-
1 . G. FEUCIANI, lAs Conferencias Episcopales desde el Concilio Vaticano // hasta el 
Código de 1983, en AA.VV., .. Naturaleza y futuro de las Conferencias Episcopales», Sala-
manca 1988, p. 40. 
2. A. ACERBI, Respuesta a la conferencia de P. KrlJmer, en ibid., p. 189. 
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ticano ll. Las conferencias episcopales existían en diversos países antes 
del Vaticano 11, pero en España la Junta de Metropolitanos solamente 
podría ser considerada como un precedente de la Conferencia, dada su 
insuficiente representatividad3. 
Un exponente de la vinculación de la Conferencia Episcopal Espa-
ñola con el Concilio Vaticano 11 lo constituye el hecho de que fuera la 
Comisión episcopal «pro-Concilio» la encargada de preparar el antepro-
yecto de Estatutos de la Conferencia en 19644. En 1965 un editorial de la 
revista «Ecclesia» dedicado a las conferencias episcopales, hablaba ya de 
la «presencia rectora» de la Conferencia «sobre el catolicismo español, 
sin menoscabo de las jurisdicciones diocesanas», e insistía en su papel 
coordinador5. Por fin se celebró la asamblea constituyente de la Con-
ferencia Episcopal Española entre el veintiséis de febrero y el cuatro de 
marzo de 1966. Aquel mismo año otro editorial de «Ecclesia» se refería a 
la Conferencia corno «una institución decisiva en el rumbo futuro del 
catolicismo»6. 
El carácter «conciliar» de la Conferencia Episcopal Española (al me-
nos cronológicamente hablando), explica el importante cometido que le 
correspondía en la aplicación de las orientaciones y directrices contenidas 
en los textos del Vaticano 11. Examinando los documentos episcopales 
colectivos que han procurado aplicar la doctrina conciliar, destacan las 
declaraciones de orden magisterial y doctrinal, particularmente sobre 
doctrina social y relaciones con la comunidad política; pero también 
alguna cuestiones canónicas. Así, por ejemplo, ya en la 111 Asamblea 
Plenaria, celebrada eI4.Xll.1966, la Conferencia estudió la problemática 
de los consejos presbiterales y pastorales a la luz del M.P. Ecclesiae 
Sanctae de Pablo VI, aprobando unas normas orientadoras bastante 
detalladas7. 
Corno no se trata, sin embargo, de describir la historia de todas las 
intervenciones de la Conferencia durante estos veinticinco años de exis-
3. Cfr. P. DURÁN, La Conferencia Episcopal Española, en «Excerpta e dissertatio-
nibus in iure canonico,., 3, Pamplona 1985, pp. 124 ss. 





Cfr. ibid., 1965, p. 660. 
¡bid., 1966, p. 1063. 
Cfr. ibid., 1966, pp. 2649 ss. 
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tencia, baste señalar que ha sido especialmente después de la promul-
gación del CIC de 1983 cuando la Conferencia Episcopal Española ha 
podido emitir normas permanentes en las materias que el Código le 
atribuye en el nivel de los oficios y estructuras diocesanas. 
2. Competencias normativas de derecho común y por mandato especial 
Examinando los cc. del CIC de 1983 que atribuyen competencias 
normativas a las conferencias episcopales, cabe distinguir su diverso 
contenido según reclamen la colaboración necesaria de las conferencias 
en el desarrollo de las previsiones generales o se limiten a preveer su 
posible intervención. 
En la materia de la organización diocesana, el CIC establece que las 
conferencias episcopales deben dar normas sobre los estatutos de los 
consejos presbiterales (c. 496) y sobre sustentación y vivienda de párro-
cos eméritos (c. 538 § 3). Pero las conferencias pueden también esta-
blecer que las tareas del colegio de consultores diocesanos sean confia-
das al cabildo catedral (c. 502 § 3); admitir el nombramiento temporal de 
párrocos (c. 522); prescribir libros parroquiales que se añadan a los de 
bautismos, matrimonios y difuntos (c. 535 § 1 y c. 895). 
En materias referentes a la organización procesal, las conferencias 
son también habilitadas para permitir que fieles laicos sean nombrados 
jueces, pudiendo uno de ellos, en caso de necesidad, formar parte del tri-
bunal colegiado de primera instancia (c. 1421 § 2); pueden dar normas 
sobre transacción, compromiso y arbitraje (c. 1714); establecer que en 
cada diócesis se constituya un departamento o consejo con la misión de 
fomentar la equidad en el contexto de los recursos contra decretos 
administrativos (c. 1733 § 2). 
Además el CIC regula otras materias de organización diocesana en 
las que la intervención de la conferencia se desarrolla a través de actos 
administrativos singulares, pero sin que se excluya la posibilidad de nor-
mas generales. Así, por ejemplo, en lo relativo a los poderes de la Con-
ferencia sobre convocatoria, desarrollo y conclusión del Concilio ple-
nario (cc. 439 ss.); el establecimiento de institutos superiores de ciencias 
religiosas (c. 821); la constitución de uno o varios tribunales de segunda 
instancia (c. 1439); o la autorización para que el Obispo diocesano pueda 
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encomendar las causas a un único juez clérigo, cuando no sea posible 
constituir tribunal colegiado en el primer grado del juicio (c. 1425 § 4). 
La Conferencia Episcopal Española no ha emitido normas sobre to-
das las materias mencionadas. Concretamente, no han merecido todavía 
atención las cuestiones de carácter procesal (tribunales colegiados de pri-
mera y segunda instancia; transacción, compromiso y arbitraje; consejo 
de soluciones equitativas). En cambio, los obispos españoles han inter-
venido con prontitud en las siguientes materias de organización dioce-
sana: consejos presbiterales (y pastorales), colegios de consultores y 
cabildos, nombramiento y jubilación de párrocos y otros oficios, libros-
registros de sacramentos. Estas medidas se localizan sobre todo en el 
primer decreto general de la Conferencia sobre normas complementarias 
al CIC, de 26.XI.I983, yen el decreto general sobre algunas cuestiones 
especiales en materia económica, emitido el l.XII.1984, previa habi-
litación de la Santa Sede8. 
3. Referencia al derecho particular comparado 
Antes de examinar con detalle el contenido de lo actuado por la Con-
ferencia Episcopal Española, puede ser útil valorar de manera general la 
actividad de otras conferencias episcopales. 
Hasta la fecha, no todas las conferencias episcopales han ejercido 
las competencias que el CIC les reconoce. Ni siquiera en aquellos ám-
bitos que parecen más urgentes, según las expresiones del CIC9. 
Por otra parte, analizando las competencias actuadas, se deduce una 
amplia diversidad, tanto en el enfoque de las cuestiones, como también 
en el modo de regularlas. Existen regulaciones extensas y detalladas (por 
ejemplo, las de las Conferencias de Malta y Holanda regulando el con-
sejo presbiteral 10); otras son más simples, pues se limitan a indicar 
criterios básicos (por ejemplo, Canadá y Filipinas sobre la misma 
8 . El texto de las normas citadas se encuentra en «Boletín Oficial de la Conferencia 
Episcopal Española .. , 1 (1984), pp. 95-104, Y 2 (1985), pp. 66-69, respectivamente. 
9. Así, por ejemplo, las conferencias episcopales de Argentina, Australia y Austria, 
no han publicado todavía normas sobre el c. 496 (estatutos de los consejos presbiterales): 
cfr. J.T. MARTíN DE AGAR, Legislazione delle Conferenze Episcopali complementare al 
CIC, Milano 1990, «tavole per paesi e canoni». 
10 . Cfr. ibid., pp. 406-409 Y 508-512, respectivamente . 
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materiall). Hay también normas que se limitan a reproducir o confIrmar 
lo ya establecido en el CIC, sin ulteriores precisiones (así, la Confe-
rencia Episcopal Italiana, a propósito de los consejos presbiteralesI2), e 
incluso no faltan regulaciones de tipo remisivo, es decir, que trasladan a 
los obispos las competencias que el CIC atribuye a las conferencias13• 
Un problema especial ha sido planteado por Peter Kramer, al 
estudiar la actividad de algunas conferencias que han regulado materias 
sin una base o título sufIciente en el derecho comúnl4. 
De manera general el problema podría ser resuelto invocando la vía 
del mandato especial, previsto en el c. 455 § 1; es decir, la previa habili-
tación de la Santa Sede para que una Conferencia episcopal pueda inter-
venir normativamente en materias no previstas en el CIC, o bien previs-
tas en el CIC pero atribuidas a una autoridad diversa de la Conferencia. 
Sin embargo, el problema aludido se ha planteado a propósito de 
normas generales emitidas por algunas conferencias episcopales disci-
plinando materias no previstas en el CIC o que van más allá de lo que el 
derecho común establece, y con la particularidad de que en aquellas 
normas no se mencionan especiales habilitaciones de la Santa Sedel5. 
11. Cfr. ibid.; pp. 130 Y 230, respectivamente. 
12. Cfr. ibid., p. 376. 
13. Es el caso de la Conferencia Episcopal de Africa Septentrional, que traslada a los 
obispos diocesanos las competencias de la Conferencia sobre los consejos presbiterales 
(cfr. c. 496), aconsejándoles que, en caso de dificultad, acudan a la Congregación para el 
Clero: cfr. ibid., p. 44. Cfr. también el caso de Escocia, ibid., p. 627. 
14. Cfr. P. KRAMER, Las Conferencias Episcopales y la Santa Sede, en «Naturaleza y 
futuro de las Conferencias Episcopales», cit., pp. 180 Y 181. 
15. P. KRAMER cita el caso de la Conferencia Episcopal de Austria, que ha dado potes-
tad a los confesores para absolver de la excomunión prevista en el c. 1398 para los delitos 
de aborto. En el decreto de la Conferencia no se menciona ninguna habilitación previa de la 
Santa Sede, ni tampoco si se trata de una intervención al estilo de las previstas en el c. 455 
§ 4 (que exige la unanimidad de los miembros de la Conferencia para que ésta pueda actuar 
como tal, de manera distinta a la prevista en los §§ 1-3 de este mismo canon). Tampoco se 
menciona en el decreto de la Conferencia de Austria si fue previamente revisado por la Santa 
Sede. 
Otro supuesto que cita KRAMER es el de la Conferencia Episcopal de Berlín al regular as-
pectos referidos al c. 230 § l. Este canon reconoce la competencia de la Conferencia Epis-
copal para establecer la edad y condiciones de varones laicos para que puedan ser llamados 
al ministerio estable de lector y acólito. Pues bien, la Conferencia Episcopal de Berlín ha 
regulado las condiciones para que un candidato al presbiterado, que haya dejado de serlo, 
pueda continuar ejerciendo los ministerios de lector y acólito. Es decir, la Conferencia 
berlinesa da normas sobre un supuesto para el que no es competente, pero no regula la 
materia que habría de regular según el c. 230 § l . 
Cfr., para ambos casos, P. KRAMER, ibid., p. 180, nota 34. 
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Obviamente, en el supuesto de que una Conferencia emitiera un 
decreto general en materias sobre las que no fuese competente, el acto 
sería inválido (cfr. c. 124) o, en el mejor de los casos, esa actuación 
tendría el valor de una recomendación no vinculante para los destina-
tarios (suponiendo que se invocara el c. 455 § 4). Pero el problema se 
complicaría si, por ejemplo, una Conferencia fuese competente para una 
materia pero, a la hora de regularla, se extralimitara, yendo más allá de lo 
que el derecho le atribuía. Cabría preguntarse también por la eficacia 
jurídica de una norma de la Conferencia episcopal sobre una materia en 
la que no fuese competente según el CIC, sin que constara la concesión 
de un mandato especial y que, sin embargo, hubiera sido revisada por la 
Santa Sede. 
Al plantearse estas cuestiones cabe recordar que la const ap. Pastor 
Bonus, de 28.VI.1988 sobre la curia romanal6, ha colmado una laguna 
del CIC en la materia relativa al ejercicio del poder de gobierno. Esta 
laguna consiste en que la prohibición de que el legislador inferior a la 
autoridad suprema promulgue una ley contraria al derecho de rango 
superior (prohibición contenida con sanción de invalidez en el c. 135 § 
2), no va acompañada con la identificación intra Codicem del órgano 
competente para verificar el respeto a la jerarquía normativa en los casos 
concretos. Según la const. ap. Pastor Bonus esta tarea corresponde al 
Consejo Pontificio para la Interpretación de los Textos Legislativos, a 
quien corresponde «dar a conocer la interpretación auténtica de las leyes 
universales de la Iglesia, confirmada por la autoridad pontificia» (art 
155). Por lo que se refiere a los problemas interpretativos que puedan 
plantear los decretos de las conferencias episcopales, es competencia del 
Consejo, «a petición de los interesados», determinar «si las leyes 
particulares y los decretos generales dados por los legisladores inferiores 
a la autoridad suprema son conformes o no con las leyes universales de 
la Iglesia» (art. 158). 
El Consejo es competente, por tanto, para ejercer un control de 
legalidad sobre las disposiciones generales de las conferencias episco-
pales «a petición de los interesados», entre los que hay que incluir natu-
ralmente al obispo u obispos supuestamente disconformes con la deci-
sión de la Conferencia, pero también a los fieles que se consideren peIju-
16 . En AAS, 80 (1988), pp. 841·912. 
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dicados por su aplicación (al menos ésta es la conclusión que puede 
sostenerse mientras la praxis no interprete en un sentido reductivo el 
alcance de la legitimación activa para presentar la petición). En cualquier 
caso siempre hay que distinguir entre aquellos supuestos en los que 
conste una clara incongruencia o colisión entre normas inferiores y 
superiores, y otros casos más dudosos. En particular, parecen trascender 
el objeto del control referido aquellos casos en los que las conferencias, 
al regular una materia de su competencia, alcancen sólo de manera 
indirecta otros ámbitos materiales en los que no les está permitido 
in tervenir 17 . 
Estos problemas sugeridos ya por la actuación de algunas confe-
rencias episcopales no afectan, felizmente, a la actividad de la Confe-
rencia Episcopal Española (al menos en la materia de los oficios y estruc-
turas diocesanas). La actuación de la Conferencia Episcopal Española ha 
observado las pautas establecidas por el derecho común. Algunos 
decretos generales han sido publicados como desarrollo de las compe-
tencias atribuidas por el ClC, con la correspondiente recognitio de la 
Santa Sede; en otros supuestos, esa actuación ha sido posible tras haber 
obtenido el necesario mandato especial. En ningún caso se ha invocado 
el c. 455 § 4 cqmo título para establecer normas generales. 
Seguidamente estudiaremos en particular las determinaciones de la 
Conferencia Episcopal Española sobre la organización diocesana, de 
acuerdo con la perspectiva material que hemos adoptado. 
4. Consejos presbiterales y pastorales 
El M.P. Ecclesiae Sanctae, de 6.VIII.1966, estableció poco después 
de clausurado el Concilio Vaticano lI, la conveniencia de que «los 
obispos, sobre todo reunidos en Conferencias Episcopales, adopten 
17. Así, por ejemplo, la Conferencia Episcopal Española, al regular los criterios ins-
piradores de los estatutos de los consejos presbiterales, se ha referido también, en una nor-
ma que estudiaremos en las pr6ximas páginas, a la facultad de estos consejos para valorar 
las medidas de gobierno que se deduzcan del estudio realizado por los consejos de pastoral. 
La Conferencia no tiene competencia sobre los consejos pastorales, pero, al regular los 
consejos presbiterales, ha emitido una norma sobre la relaci6n entre ambos organismos; 
norma que es legítima y que además reconoce expresamente la iniciativa de cada obispo en 
su di6cesis. 
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acuerdos comunes y decreten normas similares en todas las diócesis del 
territorio para los asuntos que afectan tanto al consejo presbiteral como al 
consejo pastoral, así como también a las relaciones de los mismos entre 
sí, o respecto a otros Consejos del Obispo que existen ya en virtud del 
derecho vigente». En el mismo lugar se estimulaba a los obispos a cuidar 
de que «todos los Consejos diocesanos queden oportunamente coordi-
nados por medio de una adecuada definición de competencias, de la 
mutua participación de los miembros, de sesiones comunes o continuas 
y de otras maneras»18. 
Al amparo de esta recomendación de Ecclesiae Sanctae, la Confe-
rencia Episcopal Española se ocupó muy pronto, en la Asamblea Ple-
naria de 4.xn.1966, de los consejos presbiterales y pastorales. Como 
fruto de la Asamblea, fueron publicadas unas normas orientadoras bas-
tante detalladasl9. Su carácter orientador se basaba, por una parte, en la 
oportunidad de unas normas semejantes, pero no uniformes para las dió-
cesis, manifestándose exp~esamente que se pretendía salvar «la gran 
diversidad que se da entre unas diócesis y otras». Por otra parte, la 
ausencia de unas orientaciones no estrictamente vinculantes se justificaba 
también con base en el carácter experimental que por entonces presen-
taban las nuevas instituciones auspiciadas por el Concili02o• 
A propósito de la naturaleza del consejo presbiteral, aquellas normas 
decían que este organismo no significaba «una concesión paternalista a 
los presbíteros, ya que su constitución responde a la profunda signifi-
cación del presbiterio. No es tampoco un contrapeso democrático a la 
autoridad del obispo, ya que esto está excluido por el sentido de la 
corresponsabilidad, que preside la naturaleza del Consejo». 
Las normas orientadoras de 1966 regulaban además los aspectos 
relativos a los miembros, representatividad, organización y materias so-
bre las que podían intervenir los consejos presbiterales. Respecto al 
consejo pastoral diocesano, aquellas normas subrayaban su carácter 
facultativo para las diócesis y establecían que su misión sería la de 
«ayudar con sus investigaciones, estudios y propuestas al obispo», de 
acuerdo con su finalidad «únicamente pastoral, con exclusión de toda 
18. Cfr. AAS, 58 (1966), pp. 757-787, n. 1 § 17. 
19 . Vid. el texto de las normas en «Ecclesia», 1966, pp. 2649 ss. 
20. Cfr. las referencias en el proemjo de las normas citadas. 
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participación en el gobierno de la Iglesia particular». Respecto a la 
relación entre ambos organismos consultivos, las normas en cuestión 
proponían la pertenencia simultánea de algunos presbíteros, tanto al 
consejo presbiteral como también al pastoral, con vistas a facilitar una 
coordinación efectiva. 
Aquellas normas orientadoras de 1966 fueron eficaces. La revista 
«Ecclesia» informaba de la constitución de consejos presbiterales en 
diversas diócesis españolas a lo largo del año 196721. En cambio, la 
constitución de consejos pastorales fue mucho menos generalizada. 
Pronto la Conferencia Episcopal Española volvió a tratar de los 
consejos presbiterales e indirectamente también de los pastorales. Fue 
con motivo de la declaración colectiva de 2.XII.1969 «sobre el minis-
terio sacerdotal»22 (declaración que quería servir de introducción a la 
famosa Asamblea conjunta de obispos y sacerdotes celebrada en Madrid, 
septiembre de 1971). En aquella declaración los obispos animaban a 
descubrir en los consejos presbiterales «una concepción más profunda 
del sacerdocio ministerial», y a vivir en ellos «la colaboración de los 
presbíteros con los obispos y entre sí». El documento valoraba la impor-
tancia y el interés de los consejos presbiterales, aunque, con actitud 
realista, se refería también a sus «deficiencias y limitaciones» en aquellos 
primeros años de su presencia en las diócesis. Por fin, la referencia 
indirecta a los consejos de pastoral se expresaba en el documento al 
configurarlos como cauce de participación por parte de los fieles en la 
pastoral de conjunto que habrían de promover los consejos presbiterales. 
Cuando se cumplió el décimo aniversario de la constitución de la 
Conferencia Episcopal Española, Julio Manzanares publicó un breve ar-
tículo titulado Las nuevas instituciones del posconcilio: luces y som-
bras23. El autor se ocupaba de la propia Conferencia Episcopal Española 
como institución, distinguiendo una primera etapa constituyente en la 
que preocupaban sobre todo los aspectos de organización y la puesta en 
21. Así, en las diócesis de Sevilla, Madrid-Alcalá, Toledo, Cuenca, Logroño, Coria 
(Cáceres), León, Huelva. Cfr., respectivamente, .. Ecclesia», 1967, pp. 33, 132, 426, 482, 
611, 780 Y 1131. 
22 . El texto de aquella declaración -que se ocupa de los consejos presbiterales y 
pastorales en sus nn. 20 y 21- puede verse en 1. IRIBARREN, Documentos colectivos del 
Episcopado español (1870-1974),' Madrid 1974, pp. 442 ss. 
23. En Ecclesia, 1976, pp. 301-305 . 
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marcha del trabajo común, y una segunda etapa más dinámica y reno-
vadora. Concluía con la observación de que la Conferencia Episcopal 
Española «hoy aparece consolidada y fuerte, con la fortaleza que da la 
madurez»24. 
Pero el autor valoraba también la temática de los consejos pres-
biterales y el proceso de elaboración de estatutos que se estaba desarro-
llando en aquellos años. Manzanares notaba que los resultados de aquel 
primer decenio no eran alentadores en lo referente al consejo presbiteral: 
falta de interés por parte de sus miembros, desconexión con otras enti-
dades diocesanas, temática poco incisiva y realista, metodología defi-
ciente, tentación parlamentarista, desconfianza por parte de los obispos, 
existencia de otros organismos (consejos episcopales, cabildos) con 
funciones paralelas. Para Manzanares el consejo presbiteral todavía no 
había conseguido entonces «el desarrollo y la vitalidad necesaria y 
deseable», mientras que el consejo pastoral era una institución «casi sin 
estrenar» en las diócesis españolas. «Cerrando este balance -concluía el 
autor citado- es claro que la Conferencia Episcopal aparece en estos años 
de posconcilio con un signo enteramente positivo. No así todavía los 
nuevos consejos diocesanos»25. , 
Pasando ahora al análisis del derecho vigente a partir del CIC de 
1983, cabe destacar ante todo que el Código no atribuye competencia 
alguna a las conferencias episcopales en la materia específica de los 
consejos pastorales, a diferencia de lo que había permitido el M.P. 
Ecclesiae Sanctae, antes citado. Se entiende, por tanto, que es ésta una 
materia exclusivamente referida a la potestad del obispo diocesano, sin 
perjuicio naturalmente de que pueda concordar criterios con los demás 
miembros de la conferencia episcopal. Esta exclusividad es coherente 
con el contenido del c. 511 pues al establecerse la constitución de los 
consejos pastorales sólo «en la medida en que lo aconsejen las circuns..: 
tancias pastorales», hubiera sido contradictorio que el CIC atribuyera 
competencia normativa a las conferencias en una materia organizativa 
que los obispos diocesanos son libres de regular. 
A pesar de las conclusiones anteriores, existe una norma del decreto 
general de la Conferencia Episcopal Española de 26.xI.1983, que afecta 
24. [bid., p. 304. 
25. [bid., p. 305. 
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indirectamente a los consejos pastorales. Su art. 3 § 4, 2 dispone, en 
efecto, que «caso de existir en la diócesis el Consejo Pastoral, corres-
ponde al Consejo Presbiteral deliberar acerca de las medidas adecuadas 
de gobierno que se deduzcan del estudio, valoración y sugerencias 
hechas por el Consejo Pastoral según el c. 511, de acuerdo con lo que 
establezcan los Estatutos y disponga el Obispo de la diócesis». 
La norma citada tiene interés, por cuanto, además de promover ex-
presamente la iniciativa propia del obispo diocesano, reconoce indirec-
tamente que el consejo pastoral no puede conceptuarse como un órgano 
de gobierno, y sobre todo, presta atención al importante problema de la 
relación entre el consejo pastoral y el presbiteral26. 
Respecto al consejo presbiteral, el c. 496 atribuye competencia a las 
conferencias episcopales para publicar normas inspiradoras del conte-
nido de sus estatutos. De esta materia se ocupó también el decreto gene-
ral de la Conferencia Episcopal Española de 26.XI.1983, en su arto 3. 
Esta norma, de contenido más amplio que otras disposiciones de diver-
sas conferencias episcopales sobre la misma materia27, regula especial-
mente la cuestión de los miembros del consejo presbiteral, el desarrollo 
de las elecciones. el procedimiento de actuación del consejo, su com-
petencia y también la publicación de sus actos. Dentro de estas materias, 
el propio arto 3 atiende a problemas muy concretos, como, por ejemplo, 
la determinación de los miembros natos; la prohibición de que los 
miembros no electivos superen el 50% del total de miembros; la 
atribución de un solo voto (activo y pasivo) a cada persona; la actuación 
exclusivamente personal de los miembros electivos dentro del Consejo 
(y no como portavoces de los electores); la obligación de comunicar el 
orden del día con la antelación suficiente; la competencia exclusiva del 
26. Sobre la realidad de los consejos pastorales a la luz del derecho particular de la 
Iglesia en España, cfr. A. MARZOA, Los Consejos Pastorales diocesanos e infradiocesanos, 
en AsOCIACIÓN ESP~OLA DE CANONISTAS, «Derecho Particular de la Iglesia en España», 
Salamanca 1986, pp. 67-102 (y especialmente, pp. 70-71, 86 ss.). 
27. Puede compararse, en este sentido, la regulación de la Conferencia Episcopal 
Española con la establecida por las Conferencias de Venezuela, Yugoeslavia y Escocia (que 
consideran suficiente la normativa del CIC), o por otras Conferencias, como Francia, 
Nicaragua, Bélgica, Honduras y Colombia, con regulaciones menos extensas. Cfr. J.T. 
MARTIN DE AGAR, LegiSlazione, cit., pp. 719, 396, 627, 248, 472, 86, 330 Y 186, respec-
tivamente. 
NORMAS DE LA C. E. E. SOBRE LA ORGANIZAOÓN DIOCESANA 329 
obispo para publicar y divulgar, no sólo lo acordado en el consejo 
presbiteral sino también lo tratado en las reuniones. 
Además, el citado arto 3 se remite al criterio del obispo para que éste 
regule o amplíe otros aspectos del consejo presbiteral no determinados 
por el CIC. Así, los estatutos pueden establecer otros criterios de 
representatividad además de los previstos en el c. 499; también habrán 
de señalar los oficios que se ejercen en bien de la diócesis por parte de 
los sacerdotes seculares no incardinados en la diócesis, y por los sacer-
dotes miembros de institutos religiosos o sociedades de vida apostólica 
que residan en la diócesis (c. 498 § 1, 2°)28. Por otra parte, según la 
citada norma de la Conferencia Episcopal, además de las competencias 
expresamente atribuidas al consejo presbiteral por el CIC, los estatutos 
determinarán también «algunas cuestiones de gobierno y asuntos de 
mayor importancia en los que el obispo debe consultar al consejo 
presbiteral»29. 
Hay finalmente otras materias relativas al consejo presbiteral que no 
han sido reguladas por la Conferencia Episcopal Española. Así, por 
ejemplo, la situación de aquellos presbíteros que, no estando .incardi-
nados en la diócesis ni ejerciendo oficios en bien de la misma, tienen en 
ella, sin embargo, su domicilio o cuasidomicilio (cfr. c. 498 § 2)30; si, a 
tenor del c. 500 § 1, la presidencia del consejo presbiteral corresponde 
exclusiva y personalmente al obispo o puede delegar en otra persona31 ; 
la duración del mandato de los miembros del consejo; su organización 
interna, etc. 
La impresión general manifiesta un progresivo asentimiento de los 
consejos presbiterales, tras unos primeros años no exentos de difi-
cultades, donde la inexperiencia y la novedad de la figura plantearon 
problemas de engarce con la organización y la vida diocesana. En el 
28. En la práctica española no todos los Estatutos de consejos presbiterales 
determinan esta materia. Cfr. L. MARTfNEZ SISTACH, Consejos presbiterales y Colegios de 
Consultores, en .. Derecho Particular de la Iglesia en España», cit., p. 4l. 
29. En las diócesis españolas la mayor parte de los Estatutos de los consejos pres-
biterales se limitan a reflejar las competencias ya previstas por el CIC: cfr. ibid., p. 46. 
30. Algunos estatutos españoles se remiten aquí a la decisión del Obispo; otros 
reconocen la posible vinculación de esos presbíteros con los consejos presbiterales a 
petición de los interesados: cfr. ibid., p. 42. 
31. Algunos estatutos españoles prevén la figura del vicepresidente o suplente, que 
suele ser el Vicario general: cfr. ibid., p. 33. 
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fondo, la vitalidad de 16s consejos presbiterales depende sobre todo de la 
asimilaci6n existencial de la naturaleza teol6gica del sacerdocio mi-
nisterial; pero, al mismo tiempo, la experiencia acumulada, las normas 
del CIC y de la Conferencia Episcopal son también fundamentos im-
portantes para que los consejos presbiterales puedan expresar en la 
práctica la cooperaci6n presbiteral con el obispo al servicio de la Iglesia 
particular. 
5. Colegios de Consultores y Cabildos 
El CIC regula la nueva instituci6n del colegio de consultores dioce-
sano en el c. 502. Se trata de un organismo colegiado, compuesto por un 
número de sacerdotes no inferior a 6 miembros ni superior a 12 que el 
obispo nombra para un período de 5 años, eligiéndolos entre los miem-
bros del consejo presbiteral. A este nuevo elemento de la organizaci6n 
consultiva diocesana le competen importantes funciones determinadas 
por el derecho común. 
La funcionalidad de los colegios de consultores en la legislaci6n 
universal vigente es tributarla de la experiencia hist6rica de los cabildos. 
En este sentido, el CIC determina que «la Conferencia Episcopal puede 
establecer que las funciones del Colegio de Consultores se encomienden 
al Cabildo catedralicio» (c. 502 § 3). 
Algunas conferencias episcopales (Africa Septentrional, Canadá, 
India, Irlanda, Suiza) se remiten en esta materia a lo que cada obispo 
establezca en su di6cesis32, volviéndose a producir así el curioso fen6-
meno de conferencias episcopales que reenvían a los obispos compe-
tencias que ellas mismas pueden ejercer. Otras conferencias episcopales 
han optado por la soluci6n del colegio de consultores (así, Argentina, 
Bélgica, Colombia -tras una extensa exposición de motivos-, Ecuador, 
Ghana, Italia, Malta, Méjico, Nigeria, Perú, Venezuela33, etc.). Algunas 
prefieren, en cambio, que sea el cabildo catedral quien desempeñe en 
32. Cfr. J.T. MARTIN DE AGAR, Legislazione, cit., pp. 44, 131, 339, 364, Y 696, 
respectivamente. 
33. Cfr. ibid., pp. 52, 86, 186, 210, 746, 376, 409, 458, 482, 553, 719, respec-
tivamente. 
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cada diócesis las funciones que el CIC vincula con el colegio de 
consultores (Austria, Luxemburgo, Holanda)34. 
La decisión de la Conferencia Episcopal Española sobre esta materia 
fue precedida por el estudio de un «Estatuto-marco» que los cabildos 
españoles remitieron a la Conferencia, con el fm de que ésta aplicara el c. 
502 § 3 en sentido favorable a los cabildos, atribuyéndoles, por tanto, 
las funciones de los colegios de consultores. Al parecer, los obispos 
españoles no se vieron satisfechos por las previsiones contenidas en 
aquel modelo estatutario, especialmente en lo referente a la provisión de 
canonjías y estabilidad de los canónigos permanentes, ya que los 
obispos eran partidarios de la temporalidad de los oficios35. 
La solución final de la Conferencia Episcopal Española fue de una 
gran habilidad, en cuanto a la forma. En efecto, en vez de decidirse a 
favor o en contra de los cabildos, los obispos españoles regularon este 
aspecto de manera clara, pero indirecta. En la disposición transitoria 
primera del decreto general de 26.IX.1983 se estableció lo siguiente: 
«En aplicación del c. 502 se dispone que, en tanto no pueda ser 
constituido el Colegio de Consultores ( ... ), su función sea ejercida por el 
Cabildo Catedral, conforme a las normas del CIC de 1917. Está. función 
transitoria cesa necesariamente el 1.1.1985». 
Se estableció, por tanto, una sustitución no brusca, sino gradual de 
las funciones consultivas tradicionalmente encomendadas a los cabildos, 
en beneficio de los colegios de consultores. 
6. Nombramiento de párrocos 
La relación entre la libertad del obispo para los nombramientos 
diocesanos y la necesaria estabilidad del párroco para el mejor servicio a 
su comunidad, ha constituido un problema histórico respecto del cual 
34. También la Conferencia Episcopal de Francia, cuando no sea posible la 
constitución del Colegio de Consultores: cfr. ibid., pp. 80, 401, 512 Y 249, respec-
tivamente . 
35. Cfr. R. GARC(A LóPEZ, Cabildos caledralicios, en «Derecho Particular de la Iglesia 
en España», cit., p. 127. 
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el CIC de 1983 constituye el exponente legislativo universal más 
reciente36. 
En efecto, el c. 522 establece que «el párroco debe tener estabilidad 
y por tanto, debe ser nombrado por tiempo indefinido; sólo puede ser 
nombrado por un tiempo determinado, si este modo de proceder ha sido 
admitido, mediante decreto, por la Conferencia Episcopal». La Confe-
rencia Episcopal Española admitió esta posibilidad, permitida por el 
derecho universal, en el arto 4 del decreto de 26.XI.1983, que dispone: 
«A tenor del c. 522, puede el Obispo diocesano nombrar párrocos para 
un tiempo determinado, generalmente no inferior a seis años, renovables 
si así lo exige el bien de las almas». 
Se trata de la solución que, a la luz del derecho particular compa-
rado, ha tenido más éxito en la legislación de las conferencias episco-
pales de diversos paises y continentes. No faltan las naturales excep-
ciones, como, por ejemplo, la disposición de la Conferencia Episcopal 
Italiana, que fija en 9 años el plazo de nombramiento temporal de los 
párrocos37. 
La publicación del citado arto 4 fue acompañada de una nota explica-
tiva incorporada al texto del decreto. Esta nota, de redacción poco feliz, 
concebía la solución adoptada por la Conferencia Episcopal Española 
como «lafacultad que la Conferencia concede a los obispos para nom-
brar párrocos ad tempus. De tal facultad puede usar el Obispo cuando así 
lo considere oportuno; pero no es para él una ley»38. 
Comentando la citada norma de la Conferencia Episcopal, señala 
Manzanares que la posibilidad del nombramiento temporal de los párro-
cos fue mayoritariamente aceptada por los obispos españoles en la fase 
de consulta previa. Esta solución favorecía, según el autor citado, «una 
cierta renovación de personas y parroquias, contemplaba también una 
suficiente defensa de la estabilidad en cuanto que -supuesto el nom-
36. Cfr. para la disciplina vigente, A. MARZOA, El concepto de parroquia y el nom-
bramiento de párroco (Cuestiones en tomo a los cc. 515 y 522), en «Ius Canonicum~, 29 
(1989), pp. 458-463, especialmente. 
37. Cfr. lT. MARTíN DE AGAR, Legislazione, cit., p. 377. 
38. Sin valorar la interpretación de la posibilidad abierta por el c. 522 como 
«facultad~ que la Conferencia «concede~ a los obispos, la redacción imperfecta de la nota 
se manifiesta en la innecesaria explicación de dicho vocablo y, sobre todo, en el empleo 
del término «ley~ (obviamente en sentido, material y no formal), en lugar del concepto, 
aquí más preciso, de «obligación~. 
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bramiento- no sería posible la remoción (en caso de desacuerdo con el 
propio obispo) hasta que no pasara el tiempo, previsto 'generalmente no 
inferior a seis años', salvo el recurso (siempre enojoso) al proceso de 
remoción y traslado de párrocos»39. 
En relación con esta materia se encuentra un problema que puede ser 
planteado a partir del art. 3 del decreto general de la Conferencia 
Episcopal Española sobre «algunas cuestiones especiales en materia 
económica» (l.XII.1984). Este artículo establece que «a partir de los 
sesenta y cinco años cumplidos, todo sacerdote puede solicitar la 
jubilación dentro del sistema de la Seguridad Social del Clero; pero 
queda a juicio del Obispo dar trámite o no a la solicitud. El Obispo puede 
imponer dicha jubilación a los sacerdotes que hayan cumplido setenta 
años de edad, sin exceptuar ningún oficio eclesiástico, aun conferido con 
anterioridad al nuevo Código de Derecho Canónico»4o. 
La norma citada señala, por tanto, el momento a partir del cual un 
sacerdote puede ingresar en el sistema estatal de la Seguridad Social del 
Clero (65 años cumplidos), con todas las consecuencias que este ingreso 
comporta en el ámbito civil. La segunda parte de la norma (<<El Obispo 
puede imponer. .. ») afecta, sin embargo, a los párrocos y otros oficios 
que tengan establecido un límite temporal para el cese de su titular. 
En efecto, el c. 538 § 3 dispone que «al párroco, una vez cumplidos 
los setenta y cinco años de edad, se le ruega que presente la renuncia al 
Obispo diocesano, el cual, ponderando todas las circunstancias de la 
persona y del lugar, decidirá si debe aceptarla o diferirla ... ». El 
problema estriba en que, según el art. 3 del decreto económico antes 
citado, si el obispo decretara la jubilación del párroco a los setenta años 
(y tal provisión está permitida, pues no se exceptúa ningún oficio 
eclesiástico), la decisión episcopal no tendría solamente consecuencias 
civiles, sino también canónicas. En efecto, según la respuesta del 
39. J. MANZANARES, Derecho particular de la Conferencia Episcopal Española. en 
«Derecho particular de la Iglesia en España», cit.. p. 15. 
40. El decreto sobre materias económicas fue emitido en virtud de un mandato especial 
de la Santa Sede a favor de la Conferencia Episcopal Española. Las facultades que dieron 
lugar el art. 3 citado en el texto, fueron concedidas para un quinquenio. En el momento de 
escribir estas líneas -y según la información de D. Bernardo Herráez. Vicesecretario para 
Asuntos económicos de la Conferencia Episcopal Española, a quien agradezco la 
información referida· la Conferencia había ya solicitado la renovación de las facultades del 
art. 3, sin que se hubiera recibido todavía la respuesta de la Santa Sede. 
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Director General del Régimen económico y jurídico de la Seguridad 
Social de 2.11.1984, tras una consulta planteada por el Vicesecretario 
para Asuntos económicos de la Conferencia Episcopal Española el 
7.XII.198341 , «el disfrute de la pensión de jubilación es incompatible 
con el trabajo del pensionista». Por eso, «el sacerdote jubilado no podrá 
realizar actividades que den lugar a una percepción de una remuneración 
que suponga el medio principal de viqa», admitiéndose obviamente «el 
desempeño de las labores propias del estado sacerdotal, siempre que 
éstas no sean remuneradas de la fonna indicada anterionnente». 
Considerando estos presupuestos legales, de orden civil y canónico, 
la vía abierta por la segunda parte del arto 3 del decreto económico deberá 
ser prudentemente valorada en cada caso por el obispo, de tal manera 
que la decisión se adopte ponderando todas las consecuencias de orden 
civil y canónico a que pueda dar lugar. Por otra parte, esta posibilidad 
abierta por el art. 3 citado no debe convertirse para el caso de los 
párrocos en un supuesto práctico de remoción, algo así como una 
«jubilación anticipada» también en el orden canónico (a través de las 
consecuencias propias de la jubilación civil). Esa pretendida remoción 
por jubilación no podría sustituir en la práctica a otros supuestos de 
remoción estrictamente canónicos, más equitativos, que están previstos 
además por la legislación universal42 y que podrían estarlo también por 
el derecho particular. 
En resumen, el principio general de la estabilidad del párroco no 
debe ser atemperado o condicionado mediante la aplicación de nonnas 
establecidas en el contexto de la organización económica diocesana. Ha 
de interpretarse, por el contrario, en el marco estricto del C. 522 y del 
artículo 4 del decreto de la Conferencia Episcopal Española, de 
26.XI.1983, citados al comienzo de este título. 
7. Otras materias 
A propósito de los registros parroquiales, el C. 535 § 1 establece que 
han de llevarse en cada parroquia los libros «de bautizados, de matri-
41 . Vid. ambos documentos en «Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal 
Española», 15 (1987), pp. 140 Y 141. 
42. Cfr. ce. 1740 y 1741, en relación con el c. 538 § 1. 
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monios y de difuntos y aquellos otros prescritos por la Conferencia 
Episcopal o por el Obispo diocesano». 
La Conferencia Episcopal Española ha recordado en el arto 5 del 
decreto general de 26.XI.1983 la obligación de seguir las normas 
vigentes hasta entonces sobre los libros parroquiales, «incluido el libro-
registro de Confirmaciones tal como se viene utilizando en la práctica 
parroquial». La Conferencia señala además que el párroco del lugar de la 
Confirmación debe cumplir «personalmente» la carga de notificar al 
párroco del lugar del bautismo del tiel confirmado los datos relativos a la 
administración del Sacramento. 
Por lo que se refiere a la anotación del Bautismo de hijos adoptivos 
(c. 877 § 3), el art. 9 del decreto general antes citado dispone que «los 
párrocos deben cuidar que en las inscripciones de un hijo adoptivo en el 
libro de los bautizados, se haga constar el nombre o nombres de los 
adoptantes, y que en dicha inscripción consten además los otros datos 
que recoja la inscripción de adopción efectuada en el Registro Civil, a 
cuyo efecto el párroco exigirá antes de proceder a la inscripción en el 
libro de bautizados, el oportuno documento del Registro Civil que 
certifique legítimamente la adopción practicada». 
Finalmente, y dada la relación de las asociaciones de fieles (yen 
particular, de las asociaciones públicas) con la autoridad eclesiástica, 
cabe recordar la publicación por parte de la Conferencia Episcopal 
Española de una «Instrucción sobre asociaciones canónicas de ámbito 
nacional», de 24.IV.198643. Los destinatarios de este documento no son 
propiamente los obispos diocesanos, sino los fieles que, en virtud de las 
competencias de las conferencias episcopales sobre asociaciones de 
ámbito nacional44, soliciten a la Conferencia la aprobación o revisión de 
estatutos45 . La norma vincula también a los órganos internos de la 
Conferencia Episcopal Española en lo relativo a la tramitación de las 
solicitudes. 
43. Cfr. el texto en .. Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal Española», 3 
(1986), pp. 79-84. 
44. Cfr. sobre todo el c. 312 § 1, 2°. 
45. Cfr. el n. 3 de la Instrucción. 
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8. Conclusión 
Considerando la importancia de un correcto planteamiento de las 
relaciones entre la potestad de las conferencias episcopales y la que 
corresponde a los obispos personalmente considerados, y a la luz 
también de algunas experiencias no siempre positivas del derecho 
particular comparado (como las señaladas al comienzo de estas páginas), 
no será superflua la observación de que las normas de la Conferencia 
Episcopal Española ha contribuido al asentamiento formal de la re-
novación organizativa auspiciada por el Concilio Vaticano 11 y por la 
nueva legislación canónica. Expresada esta afirmación de manera ne-
gativa, se puede decir que aquellas normas sobre la organización 
diocesana no han desatendido las previsiones legales ni por exceso, ni 
por defecto. 
No lo han hecho por exceso, porque, como ya se ha indicado, han 
sabido respetar el contenido de la legislación universal sobre la materia y 
cuando fue necesario, la Conferencia solicitó un mandato especial de la 
Santa Sede, haciéndolo constar en el texto definitivo. Por otra parte, la 
autonomía diocesana no ha sido dañada mediante normas sustitutorias de 
la potestad organizativa del obispo, ni siquiera mediante normas orien-
tadoras o consejos provenientes de la propia Conferencia. 
Pero tampoco ha habido descuidos por defecto, porque la Confe-
rencia ha ejercido con diligencia y sin retrasos las competencias más 
importantes descentralizadas por la legislación universal. 
Cuestión diversa es la consideración de estas normas en el aspecto 
sustantivo y no exclusivamente formal. Algunas de ellas -como las que 
regulan la sustitución de los cabildos en sus funciones consultivas 
generales, o la que permite el nombramiento temporal de los párrocos-
pueden no satisfacer obviamente a sus destinatarios; otras -como la 
posibilidad de que el obispo imponga la jubilación a los titulares de 
cualesquiera oficios eclesiásticos, una vez cumplidos los setenta años de 
edad- podrían ser mal interpretadas, si se separaran del contexto en el 
que han sido formuladas, planteando en tales casos auténticos problemas 
de justicia en las diócesis. Conviene observar, sin embargo, que en estos 
supuestos más problemáticos las soluciones suelen ser bastante mati-
zadas, promoviéndose la valoración del caso concreto por el obispo 
diocesano. 
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El transcurso de veinticinco años desde la asamblea constituyente de 
la Conferencia Episcopal Española, supone un plazo todavía corto para 
valorar la actividad de la Conferencia en perspectiva histórico-jurídica. 
En cualquier caso, una vez consolidada la Conferencia como institución 
y ejercidas las competencias más urgentes atribuidas por el derecho uni-
versal, el momento presente invita a valorar no sólo la actuación intra-
eclesial de la Conferencia, sino también y sobre todo su actividad en el 
plano de las relaciones Iglesia-mundo, y muy especialmente el impor-
tante papel que le corresponde en el desarrollo de la nueva evan-
gelización46 de una sociedad moralmente enferma47. 
46. Cfr. en este sentido las consideraciones de Mons. G. DtAZ-MERCHÁN en su último 
discurso (23.11.1987) como presidente de la Conferencia Episcopal Española (<<las carac-
terísticas culturales y sociales de España en el momento presente bacen sentir la necesidad 
de una nueva evangelización,. : «Ecclesia,., 1987, p. 279), que ban sido reiteradas en 
diversas ocasiones por el actual Presidente y por la propia Conferencia (cfr., por ejemplo, 
el contenido del Plan de acción pastoral para el trienio 1990-1993, con el título «Impulsar 
una nueva evangelización,. : Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal Española, 6 
[1990], pp. 75-92), de acuerdo con las frecuentísimas exhortaciones pontificias sobre la 
misma materia. 
47 . Cfr. el contenido de la Instrucción Pastoral de la Conferencia Episcopal «La 
verdad os hará libres,., de 20.lX.1990, sobre la situación moral de la sociedad española, en 
«Boletín Oficial de la Conferencia Episcopal Española,., 7 (1991), pp. 13-33. 
